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ASAMBLEA LEGISLATIVA: 

Los Diputados y Diputadas que suscribimos el presente dictamen, integrantes de la 

Comisión Especial de Ambiente encargada del análisis y estudio del EXPEDIENTE 

N° 22.482 “LEY PARA LA REGULACIÓN Y CONTROL DEL CANNABIS: NUEVOS 

MERCADOS PARA EL DESARROLLO”; realizado el estudio texto base presentado, 

las respuestas a las consultas institucionales realizadas, el informe otorgado por el 

Departamento de Servicios Técnicos, rendimos el presente dictamen, con la 

recomendación al plenario legislativo de APROBAR la iniciativa en discusión en razón 

de las siguientes consideraciones: 

OBJETIVO DEL PROYECTO 

El objetivo de este proyecto de ley es crear un marco regulatorio para el cultivo, 

producción, almacenamiento, transformación, industrialización, transporte, 

comercialización y uso del cannabis y sus derivados en adultos. Esto con el fin de 

crear una nueva actividad productiva lícita acorde con la normativa y práctica 

internacionalmente aceptadas y arrebatarle al narcotráfico y otras redes ilícitas esta 

actividad económica y aprovechar este mercado en crecimiento, para crear nuevos 

empleos y una nueva fuente de recaudación tributaria.  Además, se busca proteger a 

los costarricenses de los riesgos de seguridad y salud pública asociados al comercio 

ilegal de sustancias psicoactivas vinculadas a este producto, en especial a la 

población menor de edad. 

I. TRÁMITE LEGISLATIVO 

El día 20 de abril de 2021 es presentado el proyecto de ley. 

Se procede a su envío a la imprenta nacional para su publicación el día 29 de 

abril de 2021. 

● Ingresa al orden del día de la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos  



● Ingresa al orden del día de la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos 

Económicos el día 31 de agosto de 2021. 

● Se solicitó su traslado a la Comisión Permanente Especial de Ambiente el día 

28 de septiembre de 2022. 

● El expediente ingresa al orden del día de la Comisión Permanente Especial de 

Ambiente el día 4 de octubre de 2022. 

● El plazo del artículo 80 vence el día XX de octubre. 

● Este día fue presentado el informe de subcomisión afirmativo firmado por la 

mayoría de la subcomisión, así como el texto sustitutivo recomendado. 

● El día 25 de octubre de 2022 en la sesión ordinaria de la Comisión Especial de 

Ambiente se somete a su discusión y votación por el fondo. 

 

II. CONSULTAS 

Se procede a realizar la consulta de la iniciativa de ley a las siguientes instituciones y 

organizaciones: Municipalidades, Caja Costarricense del Seguro Social, Cámara 

Nacional de Agricultura, Ministerio de Agricultura y Ganadería, Ministerio de Salud, 

Ministerio de Comercio Exterior, Universidad de Costa Rica, IAFA, INCOPESCA, 

UCCAEP, Instituto Tecnológico de Costa Rica. 

 

III. RESPUESTAS RECIBIDAS 

 

MUNICIPALIDAD DE SANTA ANA: Mediante el oficio 1269-2021 con fecha del 15 

de septiembre de 2021 indica que: El expediente no afecta la normativa municipal, 

por lo que se da apoyo a dicho proyecto. 

 

MINISTERIO DE SALUD: Por medio del oficio MS-DM-JM-3897-2021 con fecha del 

4 de octubre de 2021, realiza las siguientes observaciones: 

● El texto base se encuentra desvinculado con los productos de interés sanitario, 

que requieren cumplir regulaciones como el registro sanitario y de la 

demostración de su calidad, inocuidad, seguridad y eficacia, así como 

fabricación en establecimientos que cumplan las Buenas Prácticas de 

Manufactura aplicables al tipo de producto. 

● Dicho texto no indica nada en relación con los productos de interés sanitario 

como los medicamentos, cosméticos, alimentos, suplementos o químicos, en 



relación a la cantidad o límite de THC en los mismos. 

● Se percibe a lo largo del proyecto de ley que hay una mezcla de conceptos 

entre cáñamo industrial y cannabis psicoactivo. 

 

MUNICIPALIDAD DE SAN CARLOS: El día 20 de setiembre de 2021 hace llegar el 

oficio MSCCM-SC-1262-2021 en el cuál adjuntan las resoluciones de diversos 

proyectos de ley y acuerdan lo siguiente: 

● ACUERDO N°27: Brindar  un  voto  de  apoyo  al Proyecto  de  Ley  Expediente  

Legislativo  N° 22.482 “LEY PARA LA REGULACIÓN Y CONTROL DEL 

CANNABIS: NUEVOS MERCADOS PARA EL DESARROLLO” .Votación  

unánime. ACUERDO DEFINITIVAMENTE APROBADO. 

 

COOPEVICTORIA: A través del oficio GG-195/2021 con fecha del 17 de septiembre 

del 2021 realizan la siguiente acotación: 

● Como  organización  que  basa  sus  ingresos  en  actividades  productivas  e  

industriales,  compartimos  las finalidades  del  Proyecto  de  Ley. 

● Con  relación  al  tema  de  promoción  y desarrollo económico y social a través 

de la producción agrícola. Nuestro enfoque hacia el productor y productora  

nacional  nos  guía  hacia  la  priorización  de  apoyo  al  sector  en  todo  lo  

relacionado  a  su beneficio y crecimiento. 

● Confiamos   en   las   capacidades   de   los   entes gubernamentales   

contemplados   en   el   documento   para   el   cumplimiento   de   las   

competencias correspondientes. 

● En cuanto al artículo 12, Personas Licenciatarias, dado  que se indica que  la  

licencia de  producción se otorgará  únicamente a personas físicas o jurídicas 

constituidas  como pequeños  y  medianos  productores,  y  su  industrialización  

queda  limitada  a  PYMES ,punto que deja sin posibilidad de actividad 

productiva a las cooperativas, entes que por su naturaleza no se catalogan 

dentro de las dos opciones mencionadas en el Proyecto de Ley. 

 

CAJA COSTARRICENSE DEL SEGURO SOCIAL:  Por medio del oficio SJD-2336-

2021 con fecha del 1 de diciembre de 2021, realiza las siguientes sugerencias: 

● Que se incorpore el deber constitucional de las personas licenciatarias de estar 

inscrito  como  patrono  o  trabajador  independiente  o  en  ambas  



modalidades, según corresponda y encontrarse al día en el pago de sus 

obligaciones con la Caja Costarricense de Seguro Social. 

● Que se incluya una distribución del tributo a favor de la CCSS. 

● Hacer una incorporación más integral de la aplicación de las regulaciones del 

tabaco incluidas en el objetivo de la Ley N° 9028 y su reglamento  y no solo lo 

correspondiente a espacios libres de consumo. 

 

INSTITUTO SOBRE ALCOHOLISMO Y FARMACODEPENDENCIA:  El día 10 de 

setiembre de 2021 por medio del oficio DG-0819-09-2021, realiza las siguientes 

recomendaciones y observaciones: 

● Cualquier  proyecto  de  ley  que  tenga  como  interés  el  legalizar  estos 

productos debería considerar también las recomendaciones internacionales 

dadas por la OMS, en los diferentes ámbitos de acción: Protección contra la 

exposición al humo; Reglamentación del contenido de los productos; 

Reglamentación de la información divulgada por los productos; Empaquetado   

y   etiquetado   de   los   productos;   Educación,   comunicación,   formación   

y sensibilización  pública;  Publicidad,  promoción  y  patrocinio;  y,  Medidas  

de  reducción  de  la demanda concernientes a la dependencia y cese del 

consumo de estos productos. 

● El texto base no puntualiza el destino específico de los impuestos que se 

podrían obtener de la venta de los mismos. El impuesto propuesto es 

sumamente bajo en comparación con el impuesto actual para otras sustancias 

lícitas como el tabaco. 

● El  proyecto  de  ley  no  estipula  el  contenido  de  THC  aceptable para  el 

consumo  recreativo. 

 

MINISTERIO DE AGRICULTURA Y GANADERÍA:  

● Ministerio  reconoce el  espíritu  de colaboración  de  esta  iniciativa, donde  se  

busca crear  una  nueva  actividad  productiva  lícita acorde  con  la  normativa  

y  práctica  internacionalmente aceptadas  y  arrebatarle  al  narcotráfico  y  

otras  redes  ilícitas  esta  actividad  económica  y  aprovechar  este  mercado  

en crecimiento,  para  crear  nuevos  empleos  y  una  nueva  fuente  de  

recaudación  tributaria 

● Considera que es importante una revisión que permita dotar a las instituciones 



involucradas de personal capacitado, que permita desarrollar programas de 

investigación y asistencia técnica. 

● Es  necesario  que   se  replantee   el   articulado   propuesto,   pues  si bien  

se   establece   un   costo  por   el otorgamiento de las licencias (art. 13) y se 

crea un impuesto específico al consumo de productos finales con cannabis y 

sus derivados, de producción nacional o importado (art. 25), lo cierto es que no 

traslada parte de dichos dineros a las instituciones reguladoras (MAG, MEIC, 

COMEX y MS), por lo que se recomienda incluir un articulado en el texto del 

proyecto  en  ese  sentido. 

● El  Ministerio  considera  que  la  diversificación  de  la actividad  agrícola,  es 

fundamental  para  el  fortalecimiento  del  sector  al  que  represento y  en  

donde  los  pequeños,  medianos  y  grandes productores tengan acceso a una 

alternativa productiva que proyecta un gran crecimiento, considerando entre 

otros aspectos las favorables condiciones agroclimáticas que posee nuestro 

país. 

 

MUNICIPALIDAD DE CURRIDABAT: Por medio del oficio MC-CM-383-09-2021 con 

fecha del 22 de setiembre de 2021 hacen llegar su posición positiva mencionando 

que: 

● Es importante que se regule una actividad, que según las recomendaciones de 

la Organización Mundial de la Salud, consiste en una actividad no considerada  

peligrosa,  por  lo  que  controlar  la  misma,  más  bien  contribuye  con  la  

salud  de  un segmento de la población; pero sobre todo, porque le arranca a 

las redes criminales del país, el comercio, uso y producción insegura e 

insalubre de la cannabis. 

 

IV. INFORME DE SERVICIOS TÉCNICOS 

 

A la fecha de rendir el presente informe de subcomisión, a pesar de ser una iniciativa 

presentada desde abril del año 2021, no cuenta con informe de servicios técnicos. 

Cabe destacar que el día 4 de agosto de 2022 se realizaron las consultas obligatorias 

determinadas desde el departamento de comisiones.  

V. ANÁLISIS DE FONDO 

 



Tras analizar el contenido del expediente y los elementos señalados en las consultas 

remitidas, los suscritos legisladores acogemos los criterios técnicos y jurídicos que 

reflejan la necesidad de esta iniciativa para solucionar la realidad social y económica 

en torno al acceso y la utilización de la planta del cannabis y sus productos derivados, 

con fines de uso adulto que se plantea resolver en la presente iniciativa de ley. 

Aunado a lo anterior, resaltamos el fin de crear una nueva actividad productiva lícita 

acorde con la normativa y práctica internacionalmente aceptadas y arrebatarle al 

narcotráfico y otras redes ilícitas esta actividad económica y aprovechar este mercado 

en crecimiento, para crear nuevos empleos y una nueva fuente de recaudación 

tributaria, además de proteger a los costarricenses de los riesgos de seguridad y salud 

pública asociados al comercio ilegal de sustancias psicoactivas vinculadas a este 

producto, en especial a la población menor de edad, como se expuso en la propuesta 

inicial de este asunto. 

Para llevar a cabo la iniciativa que nos ocupa, se acude a la creación de una Ley 

Especial en una materia se debe regular sustantivamente y de manera amplia, sin 

embargo, atendiendo en lo conducente los señalamientos realizados por las 

entidades consultadas, en ese sentido se modifican sustancialmente leyes vigentes 

para la necesaria coexistencia y posibilidad de la regulación pretendida. 

Como se ha señalado, el planteamiento del proyecto implica crear una Ley Especial, 

modificaciones a leyes vigentes y un transitorio, que pretende dar suficiente elemento 

sustantivo, posible en coexistencia de normas y una disposición transitoria que 

pretende reglamentar técnica y administrativamente lo necesario a fin de permitir el 

desarrollo ordenado, seguro y controlado de los usos autorizados del cannabis y sus 

derivados. 

De manera adicional, las distintas instituciones desde sus análisis técnico jurídicos 

también han señalado desde sus aristas, la necesidad de avanzar con este proyecto, 

así como el señalamiento puntual de posibles mejoras que han sido incorporadas por 

esta subcomisión para posibilitar el avance de esta iniciativa de ley. 

Finalmente, señalamos que compartimos la profunda necesidad de la ciudadanía en 

cuanto a la problemática social y de inseguridad derivada del narcotráfico, lo cual ha 

golpeado nuestro país y la región desde hace décadas, por lo que la regulación y 



legalización del acceso y utilización del cannabis y sus productos derivados, con fines 

de uso adulto, es garantizar a la población los equilibrios necesarios que el Estado 

debe promover a partir de la legislación, como la presente iniciativa de ley.  

VI. CONSIDERACIONES Y RECOMENDACIONES FINALES 

Durante el análisis del proyecto de ley en discusión, se consideraron las 

preocupaciones de las diferentes instituciones y organizaciones consultadas. Dichas 

observaciones introducen algunos aspectos de relevancia que los suscritos diputados 

y diputadas, el texto sustitutivo propuesto acoge e integra las observaciones recibidas 

en el periodo de consulta como las siguientes: 

1.  El límite permitido de THC en los productos derivados. 

2. La eliminación del conflicto interpretativo entre cáñamo industrial y cannabis 

psicoactivo. 

3. Se inserta el concepto “Uso Adulto” y sus implicaciones. 

4. Se establecen las normas de etiquetado con respecto a la prohibición de venta 

dirigida a menores de edad. 

5. Se establece la normativa de espacios libres de consumo mediante las 

regulaciones ya vigentes en la ley N° 9028 Ley General de Control de Tabaco 

y sus Efectos Nocivos en la Salud. 

6. El establecimiento de los tipos de licencias de habilitación así como los 

requerimientos para acceder, plazos, límites, costos, cancelación y extinción 

de las mismas. 

7. El texto sustitutivo atiende la observación de asignar recursos a las siguientes 

instituciones: Ministerio de Salud, Ministerio de Agricultura y Ganadería, 

Instituto Costarricense Sobre Drogas, Seguro de Enfermedad y Maternidad de 

la CCSS, Centro Nacional de Control del Dolor y Cuidados Paliativos de la 

CCSS y Banca para el Desarrollo. Esto para las actividades y tareas 

relacionadas al uso adulto de cannabis. 

De conformidad con lo expuesto, y considerando aspectos de oportunidad y 

conveniencia, los suscritos (as) diputados (as), rendimos el presente DICTAMEN 

AFIRMATIVO DE MINORÍA del expediente legislativo n° 22.482 “LEY PARA LA 

REGULACIÓN Y CONTROL DEL CANNABIS: NUEVOS MERCADOS PARA EL 



DESARROLLO” y se recomienda al Plenario Legislativo la aprobación del siguiente 

texto sustitutivo:  

El texto recomendado es el siguiente: 

“LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 

DECRETA: 

 

LEY PARA LA REGULACIÓN DEL CONSUMO ADULTO DEL CANNABIS 

 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

ARTÍCULO 1- Objeto. 

La presente ley regula el acceso y la utilización de la planta del cannabis y sus 

productos derivados, con fines de uso adulto. 

 

ARTÍCULO 2- Uso adulto. 

Se autoriza a las personas mayores de edad el consumo adulto de la planta del 

cannabis y de sus productos derivados, de conformidad con la presente ley. 

 

Se entiende por uso adulto el consumo de la planta del cannabis y de sus productos 

derivados, por parte de personas mayores de edad, ya sea para fumar, comer o tomar, 

sin necesidad de prescripción o autorización de ningún tipo. 

 

ARTÍCULO 3- Concentraciones de Tetrahidrocannabinol (THC). 

Ningún producto destinado al consumo adulto podrá tener una concentración menor 

a un 1%, ni mayor a 20% de THC. 

 

ARTÍCULO 4- Personas menores de edad. 

Se prohíbe la venta de productos con cannabis psicoactivo a personas menores de 

edad. Los vendedores de productos con cannabis psicoactivo tendrán la obligación 

de colocar a su costo, carteles visibles, claros y destacados en el interior de los 

lugares de venta que indiquen que se prohíbe la venta de productos con cannabis 



psicoactivo a personas menores de edad. Los comerciantes permanentes u 

ocasionales que vendan productos con cannabis psicoactivo estarán obligados a 

exigir la presentación de la cédula de identidad u otro documento de identificación 

válido, en el momento de la venta. La violación de lo dispuesto aparejará las 

responsabilidades penales previstas por el ordenamiento jurídico aplicable. 

 

Las personas menores de edad no podrán dedicarse a la plantación, cultivo, cosecha, 

producción, almacenamiento, comercialización, distribución, importación o 

exportación de cannabis o sus derivados, ni ser empleados por otras personas para 

tales fines. 

 

ARTÍCULO 5- Espacios libres de consumo. 

Serán de aplicación al consumo de cannabis psicoactivo mediante el fumado, las 

prohibiciones y medidas de protección de espacios establecidas por el capítulo 

segundo de la Ley General de Control del Tabaco y sus Efectos Nocivos en la Salud, 

N.° 9028, de 22 de marzo de 2012, y sus reformas. 

 

Para las formas de consumo de cannabis psicoactivo diferentes al fumado también 

se aplicará lo indicado en el artículo 5 de la Ley N° 9028 “Ley General de Control del 

Tabaco y sus Efectos Nocivos en la Salud”, con excepción de los incisos f), m) y n). 

 

CAPÍTULO II 

AUTORIZACIONES, LICENCIAS, CONTROLES Y REGISTROS 

 

ARTÍCULO 6- Autorizaciones. 

Se autoriza a personas físicas y jurídicas la plantación, el cultivo, la cosecha, la 

transformación, la industrialización, la adquisición, el almacenamiento, el transporte, 

la distribución con fines comerciales, la comercialización, la importación y la 

exportación de cannabis y de sus productos derivados, con el objeto de destinarlos al 

uso adulto. 

 

Las actividades referidas en el artículo anterior, requerirán la autorización que 

determine la autoridad correspondiente, sin perjuicio de las licencias y los permisos 

requeridos por toda actividad productiva agropecuaria o agroindustrial. 



 

Para estas autorizaciones será aplicable el silencio positivo, de conformidad con lo 

regulado en el artículo 331 de la Ley 6227, Ley General de la Administración Pública, 

de 2 de mayo de 1978. 

 

ARTÍCULO 7.- Dispensarios. 

El Ministerio de Salud autorizará a los negocios dispensarios abiertos al público para 

que vendan cannabis, y sus derivados, para uso adulto sea para uso comestible, 

bebible o fumado. 

 

ARTÍCULO 8- Licencias. 

Las licencias requeridas para habilitar los usos autorizados serán las siguientes: 

a) Licencia para producción: Se requerirá esta licencia para desarrollar 

legalmente la plantación, el cultivo, la cosecha, el almacenamiento, el 

transporte, el suministro, la compra como insumo para la producción y la venta 

como materia prima. El Ministerio de Agricultura y Ganadería tendrá la 

competencia para otorgar dicha licencia de conformidad con esta ley y su 

reglamento. 

b) Licencia para industrialización y comercio: Se requerirá esta licencia para 

desarrollar legalmente la industrialización y el comercio, la preparación, la 

elaboración, el procesamiento, la fabricación, el refinamiento, el 

almacenamiento, el transporte, la distribución con fines comerciales y la 

comercialización. El Ministerio de Economía, Industria y Comercio tendrá la 

competencia para otorgar dicha licencia de conformidad con esta ley y su 

reglamento. 

c) Licencia para el establecimiento de dispensarios: El otorgamiento de estas 

licencias, será regulado reglamentariamente por el Ministerio de Salud. 

 

La importación y exportación del cannabis y sus derivados podrá realizarla cualquier 

persona física o jurídica que cuente con una licencia para producción o una licencia 

para industrialización y comercio debidamente otorgada y vigente, únicamente desde 

y hacia países donde se permite el comercio lícito de estos productos. Para la 

importación será obligatoria la inscripción en el registro de importadores ante la 

Dirección General de Aduanas de conformidad con el artículo 246 de la Ley General 



de Aduanas, N.°7557, de 20 de octubre de 1995, y sus reformas. Para la exportación 

deberá inscribirse en el registro de exportador de Procomer. 

 

Queda autorizada sin necesidad de licencia, la plantación, el cultivo y la cosecha 

domésticos de plantas de cannabis de efecto psicoactivo destinados para consumo 

personal o compartido en el hogar, siempre y cuando se cumplan las demás 

obligaciones que al efecto se establecen. La marihuana resultante de la cosecha y el 

cultivo de las plantaciones referidas en este artículo no podrá estar prensada ni ser 

comercializada de ninguna forma. El incumplimiento de lo dispuesto conllevará las 

responsabilidades penales, administrativas y civiles previstas por el ordenamiento 

jurídico aplicable. 

 

ARTÍCULO 9- Requisitos para el otorgamiento de licencias. 

Las personas interesadas en obtener una licencia para desarrollar los usos 

autorizados del cannabis y sus derivados deberán cumplir con lo siguiente: 

 

a) Las personas físicas deberán ser mayores de edad, con plena capacidad 

cognoscitiva y volitiva. Las personas jurídicas deberán acreditar su existencia, 

vigencia, representación legal y detallar el nombre y las calidades de cada uno 

de sus asociados o socios. Las sociedades mercantiles deberán especificar la 

composición de su capital accionario y el de todas las sociedades vinculadas 

en caso de integrar grupos de sociedades. Para efectos de verificar esta 

información los órganos competentes para otorgar las licencias podrán 

consultar el Registro de Beneficiarios Finales administrado por el Banco 

Central de Costa Rica, de conformidad con la Ley N.° 9416, Ley para Mejorar 

la Lucha contra el Fraude Fiscal, de 14 de diciembre de 2016. 

b) Declaración jurada donde se haga constar que la persona solicitante y sus 

asociados o socios no se encuentran afectados por las prohibiciones 

establecidas en esta ley. 

c) Descripción detallada del proyecto productivo que pretende desarrollar y de 

sus fuentes de financiamiento, con autorización expresa hacia la autoridad 

competente para verificar la veracidad de la información. 

d) Demostración del origen lícito de sus capitales. Los interesados deberán 

entregar la información requerida y autorizar al órgano competente de otorgar 



la licencia para que verifique el origen de sus capitales con las entidades 

financieras pertinentes. Para estos efectos, autorizarán expresamente el 

levantamiento del secreto bancario de dicha información. Los costos de este 

proceso de verificación correrán por cuenta del interesado. La ausencia de un 

origen lícito verificable de dichos capitales o la duda sobre su procedencia, 

serán motivo suficiente para denegar sin más trámite la solicitud de licencia. 

e) Suscripción de autorización expresa para que el Ministerio de Agricultura y 

Ganadería, el Ministerio de Economía, Industria y Comercio y el Ministerio de 

Salud y las dependencias competentes resepectivas, realicen inspecciones en 

sus fincas e instalaciones y tomen muestras de los cultivos y productos como 

parte de sus deberes de control, fiscalización y prevención de actividades 

ilícitas. Igualmente deberán comprometerse por escrito a brindar toda la 

información que requieran estos órganos para los fines anteriormente 

indicados. 

 

ARTÍCULO 10- Personas licenciatarias. 

Únicamente podrán recibir la licencia para la producción del cannabis aquellas 

personas físicas o jurídicas constituidas como pequeños y medianos productores 

agropecuarios (pympa) debidamente inscritos ante el MAG; y la licencia para 

industrialización y comercio solamente aquellas personas físicas o jurídicas 

constituidas como micro, pequeñas y medianas empresas (pymes) inscritas ante el 

MEIC. 

 

También podrán ser licenciatarios los consorcios pymes constituidos al amparo de la 

Ley para el Fomento de la Competitividad de la Pyme mediante el Desarrollo de 

Consorcios, N.° 9576, de 22 de junio de 2018, y sus reformas. 

 

ARTÍCULO 11- Exclusiones para el otorgamiento de licencias. 

Están excluidos de obtener o mantener vigentes licencias para producción y licencias 

para industrialización y comercio del cannabis y sus derivados, las personas que: 

 

a) Tengan antecedentes penales por delitos tipificados en la Ley N.° 8204, Ley 

sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, Drogas de Uso no 

Autorizado, Actividades Conexas, Legitimación de Capitales y Financiamiento 



al Terrorismo, y sus reformas, o hayan tenido participación en estos delitos. 

Asimismo, aquellas personas jurídicas cuyos representantes legales, directivos 

o integrantes de órganos sociales, socios, asociados o beneficiarios finales o 

quienes aportan su capital o su financiamiento, ya sea directamente o a través 

de interpósita persona, tengan dichos antecedentes. Lo anterior hasta por un 

plazo máximo de la mitad de la pena dictada en la sentencia condenatoria en 

firme, contado a partir de la finalización del cumplimiento de dicha pena. 

b) Sean funcionarias con poder de decisión u operadoras en los órganos 

intervinientes en cualquier etapa de los procedimientos administrativos 

derivables de la aplicación de esta ley, tanto del Ministerio de Agricultura y 

Ganadería, como del Ministerio de Economía, Industria y Comercio, y el 

Ministerio de Salud, así como sus familiares hasta el segundo grado por 

consanguinidad o afinidad. Asimismo, aquellas personas jurídicas cuyos 

representantes legales, directivos o integrantes de órganos sociales, socios, 

asociados o beneficiarios finales o quienes aportan su capital o su 

financiamiento, ya sea directamente o a través de interpósita persona, tengan 

alguna de estas condiciones. 

 

ARTÍCULO 12- Costo de las licencias. 

Las personas físicas o jurídicas que soliciten el otorgamiento de las licencias 

reguladas en esta ley o su renovación deberán cancelar, al realizar la solicitud, la 

tarifa correspondiente, que será fijada por el Poder Ejecutivo según estudios de 

mercado y los estándares internacionales más recientes. 

 

ARTÍCULO 13- Plazos y renovación de las licencias. 

Las licencias para producción y para industrialización y comercio del cannabis y sus 

derivados se otorgarán por un plazo de seis años y podrán ser renovadas por periodos 

iguales, a solicitud del licenciatario y previa demostración de que cumple con todos 

los requisitos y obligaciones establecidas en esta ley y sus reglamentos. 

 

ARTÍCULO 14- Carácter y límites de las licencias. 

Las licencias otorgadas de conformidad con esta ley serán personalísimas e 

intransferibles. Ningún licenciatario podrá ceder, arrendar, donar, negociar o transferir 

su licencia a terceros, independientemente del título o figura jurídica utilizada. Solo se 



permitirá una licencia para producción y una licencia para industrialización y comercio 

por persona física o jurídica, incluyendo a las personas físicas o jurídicas que integren 

un mismo grupo de sociedades o grupo de interés económico, a fin de evitar la 

concentración de las actividades aquí regladas. Lo mismo regirá para los consorcios 

pymes. Todas las licencias establecidas en esta ley son incompatibles con el régimen 

de zonas francas. 

 

ARTÍCULO 15- Extinción de las licencias. 

Son causales de extinción de las licencias: 

 

a) El vencimiento del plazo sin que medie solicitud previa de renovación, 

debidamente presentada, de conformidad con esta ley y sus reglamentos. 

b) La imposibilidad de cumplimiento. 

c) La renuncia expresa o el abandono que realicen las personas licenciatarias. 

d) El acuerdo mutuo entre la Administración Pública y las personas licenciatarias. 

e) La muerte de la persona física o la disolución de la persona jurídica 

licenciataria. 

f) La cancelación de las licencias, por parte de las autoridades competentes, 

previo cumplimiento del debido proceso. 

g) La condenatoria de la persona licenciataria por la comisión de alguno de los 

delitos establecidos en la Ley N.° 8204, Ley sobre Estupefacientes, Sustancias 

Psicotrópicas, Drogas de Uso no Autorizado, Actividades Conexas, 

Legitimación de Capitales y Financiamiento al Terrorismo, y sus reformas, o 

bien, la condenatoria de los mismos deltitos, recaída sobre alguna persona 

jurídica cuyos representantes legales, directivos o integrantes de órganos 

sociales, socios, asociados o beneficiarios finales o quienes aportan su capital 

o su financiamiento, ya sea directamente o a través de interpósita persona. 

 

ARTÍCULO 16- Cancelación de las licencias. 

Las licencias emitidas de conformidad con la presente ley podrán ser canceladas 

cuando se cumpla cualquiera de los siguientes supuestos: 

 

a) El cultivo de variedades no autorizadas, la utilización indebida o el desvío, 

venta o entrega a terceros no autorizados de plantas de cannabis psicoactivo, 



sus semillas, extractos, productos, subproductos o derivados para actividades 

distintas a las expresamente autorizadas de conformidad con esta ley y la 

respectiva licencia, sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiera 

derivarse de dichas conductas. 

b) El incumplimiento sobreviniente por parte de las personas físicas o jurídicas 

licenciatarias de las prohibiciones y requisitos generales establecidos en esta 

ley. 

c) La omisión injustificada de la persona licenciataria de iniciar las actividades 

autorizadas luego de un año de haber sido otorgada la licencia o su prórroga. 

d) El incumplimiento de las obligaciones y condiciones establecidas en esta ley, 

los reglamentos, el contrato y las regulaciones técnicas que emitan las 

autoridades competentes, así como la infracción a las prohibiciones 

establecidas de conformidad con el ordenamiento jurídico. 

e) La negativa o la resistencia para cooperar con las autoridades públicas 

competentes impidiendo inspecciones y tomas de muestras en las fincas o 

establecimientos donde realicen sus actividades o negándose a brindar la 

información requerida de conformidad con esta ley. 

f) El incumplimiento en la declaración o el pago del impuesto específico 

establecido en esta ley durante dos periodos fiscales consecutivos. 

 

La declaratoria de cancelación de la licencia estará precedida de un procedimiento 

administrativo que respetará las reglas del debido proceso, de conformidad con la Ley 

General de la Administración Pública y demás legislación aplicable. 

 

 

ARTÍCULO 17- Empaquetado y etiquetado. 

Los licenciatarios deberán empaquetar y etiquetar debidamente el cannabis y sus 

derivados en la manera en que indique la reglamentación que para tal efecto se emita. 

El Poder Ejecutivo deberá reglamentar el empaquetado y etiquetado del cannabis y 

sus derivados de modo que se garantice su seguridad y visibilice la procedencia, tipo, 

calidad y demás especificaciones que permitan identificar el producto en cualquier 

etapa de su cadena de valor, con particular interés en el empaquetado y etiquetado 

destinado al producto de consumo final. 

 



ARTÍCULO 18- Obligaciones de las personas con cultivos domésticos. 

Todo particular que plante, cultive o coseche plantas de cannabis de efecto 

psicoactivo destinadas para consumo personal o compartido en el hogar, de acuerdo 

con el uso autorizado en esta ley, tendrá la obligación de declararlo e inscribirse en el 

registro respectivo según la reglamentación. De no hacerlo, dicho cultivo doméstico 

será considerado ilegal con todas las consecuencias jurídicas que prevé el 

ordenamiento aplicable. 

 

Las personas con cultivos domésticos de cannabis tendrán la obligación de 

abstenerse de vender o trasladar por cualquier título oneroso el producto de su 

cosecha a terceros. 

 

ARTÍCULO 19- Registros. 

Sin perjuicio de los establecidos en otras normativas sobre los sujetos aquí regulados, 

los siguientes registros son de inscripción y actualización obligatoria para todas las 

personas licenciatarias reguladas en esta ley: 

 

a) Registro de licenciatarios para producción del cannabis. Este registro 

estará a cargo del Ministerio de Agricultura y Ganadería y deberá incluir la 

identificación precisa de las personas licenciatarias, las áreas sembradas, la 

ubicación exacta de las fincas de producción y los lugares de almacenamiento 

de los productos, el expediente de otorgamiento de la licencia, así como la 

demás información pertinente establecida en la reglamentación. 

b) Registro de licenciatarios para industrialización y comercio del cannabis. 

Este registro estará a cargo del Ministerio de Economía, Industria y Comercio 

y deberá incluir la identificación precisa de las personas licenciatarias, la 

ubicación exacta de las industrias y comercios, los lugares de almacenamiento, 

el expediente de otorgamiento de la licencia, así como la demás información 

pertinente establecida en la reglamentación. 

c) Registro de cultivadores domésticos. Este registro estará a cargo del 

Ministerio de Economía, Industria y Comercio, donde deberá individualizarse 

toda persona que plante, cultive o coseche domésticamente plantas de 

cannabis de efecto psicoactivo destinadas para consumo personal o 

compartido en el hogar, la ubicación exacta del inmueble donde se realiza este 



cultivo y la declaración del número de plantas sembradas, así como la demás 

información pertinente establecida en la reglamentación. 

 

El reglamento de esta ley establecerá los requisitos, plazos y mecanismos para el 

funcionamiento de estos registros. 

 

CAPÍTULO III 

RÉGIMEN TRIBUTARIO 

 

ARTÍCULO 20- Régimen aplicable. 

El cannabis y sus derivados con fines de uso adulto quedan sometidos al régimen 

tributario de la Ley de Impuesto al Valor Agregado, N.° 6826, de 8 de noviembre de 

1982, y sus reformas. 

 

Los licenciatarios autorizados para la producción y la industrialización y comercio del 

cannabis y sus derivados se regirán por la Ley del Impuesto sobre la Renta, N.° 7092, 

de 21 de abril de 1988, y sus reformas. 

 

El Código de Normas y Procedimientos Tributarios, Ley N.°4755, de 3 de mayo de 

1971, y sus reformas, será de aplicación supletoria para todo lo no regulado en esta 

ley. 

 

ARTÍCULO 21- Impuesto al consumo adulto de productos de cannabis. 

Se crea un impuesto específico al consumo de productos finales y sus derivados de 

cannabis para uso adulto, de producción nacional o importado. 

 

El cannabis y sus derivados que constituya materia prima sea este importado o de 

producción nacional, no estará afecto a este impuesto específico, dado que este se 

aplicará sobre el consumo del producto final. 

 

ARTÍCULO 22- Hecho generador 

El hecho generador del impuesto es el consumo humano de productos finales con 

cannabis y sus derivados. 

 



Se considerará que el hecho generador ocurre, para el producto de fabricación 

nacional, en el momento de la venta o traslado a título oneroso al consumidor final, 

en la fecha de emisión de la factura, que deberá coincidir con la entrega del producto. 

En la importación o internación en el momento de la aceptación de la declaración 

aduanera. 

 

ARTÍCULO 23- Tarifa. 

La tarifa del impuesto específico al consumo de productos finales con cannabis y sus 

derivados será del 30%. 

 

ARTÍCULO 24- Base imponible. 

La tarifa del impuesto se aplicará sobre el valor de venta del producto con cannabis y 

sus derivados al consumidor final. 

 

 

 

ARTÍCULO 25- Sujetos pasivos. 

Serán contribuyentes de este impuesto los consumidores finales del producto, en el 

caso de la producción nacional y, en el caso de la importación o internación del 

producto terminado, la persona física o jurídica a cuyo nombre se importe o interne 

dicho producto. 

 

Los licenciatarios para la industrialización y el comercio del cannabis y sus derivados 

con fines de uso adulto serán, además, responsables de este impuesto específico, de 

acuerdo con lo dispuesto por el Código de Normas y Procedimientos Tributarios, Ley 

N.° 4755, de 3 de mayo de 1971, y sus reformas. 

 

ARTÍCULO 26- Liquidación y pago del impuesto. 

El impuesto específico al consumo de productos con cannabis y sus derivados se 

liquidará y pagará de la siguiente manera: 

 

a) En la industrialización y comercio nacional, durante los primeros quince días 

naturales de cada mes, salvo si el día en que se vence este plazo no es hábil, 

en cuyo caso se entenderá como prorrogado hasta el próximo día hábil. El 



licenciatario presentará la declaración por todas las ventas efectuadas en el 

mes anterior, respaldadas debidamente mediante los comprobantes 

autorizados por la Administración Tributaria; para ello, utilizará el formulario de 

declaración que apruebe la Dirección General de Tributación. La presentación 

de esta declaración y el pago del impuesto son simultáneos.  

b) En las importaciones o internaciones, en el momento previo al desalmacenaje 

del producto, efectuado por las aduanas. No se autorizará desalmacenarlo si 

los interesados no han realizado el pago del impuesto, por los medios que 

defina la Administración Tributaria. 

 

En materia de sanciones y multas son aplicables a este tributo las disposiciones del 

Código de Normas y Procedimientos Tributarios. 

 

ARTÍCULO 27- Administración del tributo. 

La administración del impuesto específico al consumo de productos con cannabis y 

sus derivados corresponderá a la Dirección General de Tributación. 

 

ARTÍCULO 28- No deducibilidad del impuesto. 

El tributo creado en este capítulo no tendrá el carácter de gasto deducible para efectos 

de la determinación del impuesto sobre la renta. 

 

ARTÍCULO 29- Destino del tributo. 

Los recursos que se recauden por concepto del impuesto sobre la renta para estas 

actividades tendrán los siguientes destinos específicos para el cumplimiento de los 

fines de la presente ley: 

 

a) Un diez por ciento (10%) para el Ministerio de Salud, que será destinado al 

efectivo cumplimiento de las competencias que le asigna esta ley y al 

financiamiento de programas de prevención y educación del consumo 

responsable de cannabis. 

b) Un diez por ciento (10%) para el Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG), 

para que sea destinado al efectivo cumplimiento de las competencias que le 

asigna esta ley. 



c) Un diez por ciento (10%) para el Instituto Costarricense sobre Drogas (ICD), 

para que sea destinado al cumplimiento de las competencias que le asigna la 

Ley N° 8204, “Ley sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, Drogas de 

Uso No Autorizado, Actividades Conexas, Legitimación de Capitales y 

Financiamiento al Terrorismo”, de 26 de diciembre de 2001. 

d) Un veinte por ciento (20%) para el Seguro de Enfermedad y Maternidad de la 

Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), para que sea destinado a la 

compra de medicamentos que requieran las personas aseguradas. 

e) Un veinte por ciento (20%) para el Centro Nacional de Control del Dolor y 

Cuidados Paliativos de la Caja Costarricense de Seguro Social. 

f) Un treinta por ciento (30%) para el Fondo Nacional de Desarrollo del Sistema 

de Banca para el Desarrollo, con el fin de dar financiamiento exclusivamente 

al sector, por medio de los diferentes instrumentos dispuesto en la Ley N° 8634, 

“Ley Sistema de Banca para el Desarrollo”, de 23 de abril de 2008; este destino 

se dará durante un plazo de diez años, cumplido este plazo se podrán financiar 

nuevas actividades productivas. Estos fondos deberán ser girados, directa y 

oportunamente, cada año. La Contraloría General de la República fiscalizará 

el uso de estos fondos. 

 

CAPÍTULO IV 

DELITOS, INFRACCIONES Y SANCIONES 

 

ARTÍCULO 30- Tráfico ilícito. 

El uso de la planta de cannabis, de sus componentes o de sus productos derivados 

para fines distintos a los habilitados por las licencias otorgadas de conformidad con 

esta ley, constituye el delito de tráfico ilícito de drogas. A quien cometa dicho delito se 

le impondrán las penas establecidas en el artículo 58 la Ley N.° 8204, Ley sobre 

Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, Drogas de Uso no Autorizado, Actividades 

Conexas, Legitimación de Capitales y Financiamiento al Terrorismo, y sus reformas. 

 

ARTÍCULO 31- Infracciones. 

Constituyen infracciones a la presente ley las siguientes conductas: 

 



a) Obstruir las inspecciones y el acceso a la información relacionada con las 

actividades reguladas en esta ley, por parte de las autoridades competentes 

debidamente identificadas. 

b) Cultivar, producir, industrializar, comercializar o distribuir cannabis o sus 

productos, subproductos y derivados sin cumplir con las normas de seguridad, 

las variedades autorizadas y los demás requisitos o especificaciones técnicas 

que determinen las autoridades competentes de conformidad con esta ley y su 

reglamento y la respectiva licencia. 

c) Realizar cualquier uso autorizado del cannabis y sus derivados con la licencia 

vencida, sin haber sido aprobada su renovación o habiendo sido suspendido o 

cancelado dicho título por la autoridad competente, siempre que no se 

configure una infracción de mayor gravedad. 

d) Incumplir las obligaciones establecidas en esta ley para garantizar el correcto 

funcionamiento del sistema de trazabilidad de la producción, industrialización 

y comercio del cannabis y sus derivados. 

e) Incumplir con la obligación de inscripción en los registros establecidos en esta 

ley, brindar información falsa o incompleta u omitir la actualización periódica 

de la información requerida en dichos registros. 

f) No informar a las autoridades competentes en un plazo de cinco días naturales 

del robo o extravío de productos regulados en la presente ley. 

g) Incumplir las especificaciones normativas y técnicas del empaquetado y 

etiquetado de los productos con cannabis y sus derivados. 

h) Incumplir las regulaciones y restricciones establecidas en la normativa vigente 

en relación con la publicidad y la promoción de los productos con cannabis y 

sus derivados. 

i) Irrespetar las prohibiciones dispuestas en esta ley. 

 

ARTÍCULO 32- Sanciones. 

El Ministerio de Salud, el MAG y el MEIC, en el ámbito de sus competencias, 

sancionarán a las personas físicas o jurídicas responsables de las infracciones 

indicadas en el artículo anterior, con la imposición de una multa de entre diez (10) y 

cien (100) salarios base, según definición del artículo 2 de la Ley N. º 7337, de 5 de 

mayo de 1993, y sus reformas. 

 



Para la determinación de la multa a imponer las autoridades competentes deberán 

aplicar los principios de razonabilidad, proporcionalidad y lesividad, ponderando la 

gravedad de la infracción cometida, la existencia o no de daño a la salud pública o a 

los derechos de terceros, la naturaleza de la persona jurídica infractora y el tamaño 

de su actividad económica, entre otros criterios relevantes. 

 

Además de las sanciones de multa indicadas, las autoridades competentes podrán 

clausurar los locales que reincidan en el incumplimiento de las obligaciones 

estipuladas en la presente ley. Todo lo anterior, sin perjuicio de las penas que puedan 

corresponder por eventuales ilícitos de índole penal. 

 

ARTÍCULO 33- Plazo para pago de multas. 

Las sanciones pecuniarias establecidas deben pagarse en un término máximo de 

treinta días hábiles a partir de su firmeza. La resolución administrativa en firme 

constituye título ejecutivo para el cobro en sede judicial en caso de incumplimiento de 

la obligación. 

 

Para efectos de la renovación de las licencias reguladas en esta ley, será requisito 

encontrarse libre de pendientes de pago sobre las multas establecidas, lo que podrá 

comprobarse mediante certificación debidamente emitida por la autoridad 

competente. 

ARTÍCULO 34- Recaudación y destino de multas. 

Las multas serán recaudadas por la autoridad que impuso la respectiva sanción. Los 

recursos percibidos por concepto de multas y sus intereses deberán ser reinvertidos 

en su totalidad por la autoridad respectiva en fortalecer sus capacidades para la 

ejecución de esta ley y financiar labores de control y fiscalización para su efectivo 

cumplimiento. 

 

CAPÍTULO V 

MODIFICACIONES DE OTRAS LEYES 

 

ARTÍCULO 35- Reformas de la Ley General de Salud 



Se reforman los artículos 127, 128, 130, y se adiciona un párrafo final al artículo 371 

de la Ley General de Salud, Ley N.° 5395, de 30 de octubre de 1973, y sus reformas, 

que en adelante se leerán de la siguiente manera: 

 

Artículo 127- Queda prohibido y sujeto a destrucción, por la autoridad 

competente el cultivo, de la adormidera (papaver somniferum) de la coca 

(erythroxilon coca), del cáñamo o marihuana (cannabis índica y cannabis sativa) 

y de toda otra planta de efectos similares así declarado por el Ministerio, salvo 

autorización legal y administrativa vigente para su uso. 

 

Queda asimismo prohibida la importación, exportación, tráfico y uso de las 

plantas antes mencionadas, así como sus semillas cuando tuvieren capacidad 

germinadora, salvo autorización legal y administrativa vigente para tales efectos. 

 

Artículo 128- Se prohíbe a toda persona la importación de cualquier droga 

estupefaciente y de los medicamentos, que por uso puedan producir 

dependencia física o psíquica en las personas, incluidos en el correspondiente 

decreto restrictivo que dicte el Poder Ejecutivo, salvo las personas licenciatarias 

autorizadas para tales fines. 

 

Tal importación será atribución del Ministerio y la ejercerá directamente libre de 

todo impuesto, carga y gravamen, limitando el monto de las importaciones a las 

necesidades médicas y a la investigación científica del país y, en todo caso, de 

acuerdo con las convenciones internacionales que el Gobierno haya suscrito o 

ratificado. Las personas licenciatarias autorizadas para la importación se guiarán 

por su respectiva ley. 

 

Artículo 130- Queda prohibida la venta o suministro al público de drogas 

estupefacientes o sustancias y productos psicotrópicos capaces de producir 

dependencia física o psíquica en las personas, salvo autorización legal y 

administrativa en contrario. 

 

Artículo 371- Sufrirá prisión de seis a doce años, el que, a cualquier título, 

cultive plantas de adormidera (Papaver somniferum), de coca (Erythroxilon 



coca), de marihuana (Canabis indica y Canabis sativa) no autorizadas de 

conformidad con la Ley del Cannabis para Uso Medicinal y Terapéutico y del 

Cáñamo para Uso Alimentario e Industrial, o cualesquiera otras plantas o 

semillas de efectos similares, cuyo cultivo, tenencia o tráfico hayan sido 

declarados prohibidos o restringidos por el Ministerio de Salud. 

Igual pena sufrirá el propietario, o usufructuario o arrendatario o poseedor a 

cualquier título del inmueble donde se halle la plantación, si enterado del destino 

que se le da a los terrenos, no presenta de inmediato la denuncia ante los 

tribunales comunes o ante las autoridades de policía correspondientes o no 

destruyere las mencionadas plantas, así como el que exportare, importare, 

traficare o poseyere para estos fines, las plantas mencionadas en este artículo 

y sus semillas cuando tuvieren propiedad germinadora. 

Cuando el propietario, o usufructuario o arrendatario lo fuere una persona 

jurídica, responderá el administrador de dicha persona, que conociendo el 

destino que se le daba al terreno no hiciere la correspondiente denuncia u 

ordenare la destrucción de la mencionada planta. 

Será sancionado como cómplice el que laborare cultivando plantas de las 

previstas en el párrafo primero de este artículo, cuando conociere la naturaleza 

de ellas. 

Este artículo no será de aplicación para los usos autorizados sobre las 

plantas y semillas mencionadas cuando se encuentren al amparo de la 

legislación habilitante y las autorizaciones respectivas. 

 

CAPÍTULO IX 

TRANSITORIOS 

 

TRANSITORIO ÚNICO- El Poder Ejecutivo emitirá la reglamentación técnica y 

administrativa necesaria a fin de permitir el desarrollo ordenado, seguro y controlado 

de los usos autorizados del cannabis y sus derivados, en un plazo no mayor de ocho 

meses a partir de la publicación de la presente ley. 

 

Rige a partir de su publicación.” 

 



Dado en San José, a los veinticinco días del mes de octubre del año dos mil veintidós. 

 

 
 
 
 

Kattia Cambronero Aguiluz 
Diputada 

 
 
 
 

Manuel Morales Díaz 
Diputado 
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Diputado 

 
 
 
 
 

Daniela Rojas Salas 
Diputada 

 
 
 
 
 

Alejandra Larios Trejos 
Diputada 

 

 

 


